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Resumen: Este artículo tiene por objeto analizar la sentencia de la Sala 
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I. INSTALACIÓN DE LA ASAMBLEA NACIONAL EN 5 DE ENERO DE 2017 Y LA 
DECLARATORIA DE FALTA ABSOLUTA DEL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA 

El día 5 de enero de 2017 se instaló la Asamblea Nacional, conforme lo dispone la 
Constitución, para iniciar sus sesiones ordinarias, eligiendo su nueva Junta Directiva. 

Con posterioridad se desincorporaron de la Asamblea, los dos diputados electos en el 
Estado Amazonas, cuya elección había sido cuestionada; y la Asamblea, como consecuencia 
de lo que había resuelto mediante el Acuerdo de 13 de diciembre de 2016, en el cual se declaró 
“la responsabilidad política del Presidente de la República, y se reservó la posibilidad de 
evaluar si la ruptura del orden constitucional y democrático cometida por Nicolás Maduro 
Moros es de tal magnitud que implica un abandono de sus funciones constitucionales;” a pesar 
de que el Tribunal Supremo de Justicia, mediante “Nota de prensa,” instara “a la Asamblea 
Nacional a no realizar acciones al margen de sus funciones, previo al inicio de la sesión de 
ese órgano en la que se pretende declarar el supuesto “abandono del cargo” del presidente 
Nicolás Maduro,”1 el 9 de enero de 2017 adoptó un “Acuerdo sobre el abandono de las 

                                                             
1  https://mundo.sputniknews.com/americalatina/201701101066110322-Tribunal-Supremo-Asamblea-

Nacional/. 



funciones constitucionales de la Presidencia de la República en que ha incurrido el 
ciudadano Nicolás Maduro Moros,”2 fundamentado entre otros en los siguientes motivos: 

Primero, que la Constitución “confiere a la Asamblea Nacional funciones de control sobre 
el Gobierno y la Administración Pública Nacional (art. 187, Numeral. 3), las cuales son 
manifestación de la institucionalidad democrática que debe en todo momento ser preservada, 
de acuerdo con los artículos 2 y 333 de la Constitución y los artículos 3 y 4 de la Carta 
Democrática Interamericana, adoptada con el voto favorable del Estado venezolano;” 

Segundo, que el Presidente de la República, está constitucionalmente obligado a procurar 
la garantía de los derechos y libertades de los venezolanos, así como la independencia, la 
integridad, soberanía del territorio y defensa de la República,” sin que la declaración de los 
estados de excepción pueda modificar el principio de su responsabilidad (art. 232); 

Tercero, que en contraste, la actuación del Presidente de la República “ha supuesto una 
violación generalizada de los derechos humanos, incluyendo una grave vulneración de los 
derechos políticos, acompañada del desmantelamiento de la institucionalidad democrática 
necesaria para garantizar tales derechos, así como de un atentado continuo contra la integridad 
de la República y de su territorio;” todo lo cual quedó evidenciado ante la Asamblea en su 
sesión del 27 de octubre de 2016, en la cual se constató “la devastación del orden social y 
económico de la República y de las violaciones a derechos humanos cometidas en el contexto 
de la represión policial y de la discriminación por razones políticas, a lo cual se suman los 
recientes informes emanados de organizaciones especializadas que demuestran el enorme 
aumento en las cifras de criminalidad y violencia que se ha producido en el país en los últimos 
años, en medio de la más extendida impunidad;” 

Cuarto, que “Nicolás Maduro Moros ha gobernado, desde el 14 de enero de 2016, merced 
a un estado de excepción declarado y prorrogado al margen de la Constitución, sin la 
aprobación de la Asamblea Nacional, el cual ha ido cercenando progresivamente atribuciones 
parlamentarias inderogables y ha vulnerado derechos fundamentales,” el cual “no ha quedado 
sometido a controles parlamentarios efectivos, a causa de sentencias arbitrarias del Tribunal 
Supremo de Justicia que han menoscabado las facultades de la Asamblea Nacional en la 
materia, ni a los controles internacionales previstos en tratados de derechos humanos 
ratificados por Venezuela, en virtud de la omisión de notificación en que incurrió el Presidente 
de la República, tal como lo ha denunciado el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos;” 

Quinto, que “Nicolás Maduro Moros ha ordenado el desconocimiento por los Ministros 
y otros funcionarios públicos de las solicitudes de comparecencia emanadas de la Asamblea 
Nacional o sus comisiones, y ha ignorado abiertamente la competencia parlamentaria de 
remover Ministros mediante la aprobación de un voto de censura por la mayoría calificada de 
los Diputados de la Asamblea Nacional, en los términos constitucionalmente establecidos;” 

Sexto, que “Nicolás Maduro Moros se ha facultado a sí mismo para aprobar contratos de 
interés público con Estados o entidades oficiales extranjeras o con sociedades no domiciliadas 
en Venezuela, quebrantando flagrantemente el artículo 150 de la Constitución;” 

Séptimo, que “el estado de excepción ilícitamente en vigor ha conducido a una exacerbada 
concentración de poderes y a un gobierno por decreto que lesiona severamente la Democracia 
y favorece la corrupción;” habiendo en el mismo, Nicolás Maduro Moros, omitido “la 
presentación ante la Asamblea Nacional del Proyecto de Ley de Presupuesto para el ejercicio 

                                                             
2  Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documen-tos/doc_9bdb6ba6ef2d206b06358 

a39c79a340013d9db87.pdf. 



Económico Financiero 2017,” habiendo acudido “a la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia, que está a su servicio, para que lo autorizara, en contra de la Constitución 
y de las garantías democráticas, a dictar mediante decreto las normas correspondientes en 
materia presupuestaria y de crédito público;” 

Octavo, que “no ha cesado e incluso se ha acrecentado la persecución política, de la cual 
Nicolás Maduro Moros es corresponsable;” habiendo “propugnado y consumado la supresión 
de la separación de poderes que padecemos, mediante su respaldo a la ocupación partidista del 
Tribunal Supremo de Justicia y del Consejo Nacional Electoral,” todo lo cual “explica la 
confabulación ejecutivo-judicial, constitutiva de un Golpe de Estado, que condujo a la 
suspensión de la recolección de las manifestaciones de voluntad necesarias para la iniciativa 
constitucional del referendo revocatorio presidencial;” 

Noveno, que “Nicolás Maduro Moros ha pretendido justificar el diferimiento de procesos 
comiciales constitucionalmente obligatorios e impostergables, como la elección de 
Gobernadores que debía celebrarse en el 2016, invocando argumentos inaceptables en una 
Democracia y que de facto colocan en vilo cualquier otro proceso electoral que deba realizarse 
en el país;” 

Décimo, que “Nicolás Maduro Moros, valiéndose de los poderes ilimitados que ha 
secuestrado a costa de la Constitución, ha acudido sistemáticamente a la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia para impedir, con criterios políticos, la entrada en vigencia 
de leyes sancionadas por la Asamblea Nacional que hubieran contribuido a solucionar los 
problemas del país, al generar transparencia en el manejo de las finanzas públicas, facilitar la 
cooperación internacional para la superación de las crisis humanitaria, ampliar los derechos 
sociales de los venezolanos y adoptar otras medidas beneficiosas para la población y la 
institucionalidad;” 

Décimo primero, que “en medio de estas graves violaciones a los principios democráticos 
y a los derechos humanos, promovidas por Nicolás Maduro Moros, se ha agudizado la crisis 
económica y humanitaria que aqueja al país en todos los órdenes;” 

Décimo segundo, que “la situación económica y financiera de la República se encuentra 
severamente comprometida por una gestión fiscal irresponsable que ha llevado el déficit fiscal 
hasta niveles que no se pueden financiar por vías ordinarias, teniendo el gobierno que recurrir 
al peligroso mecanismo de la impresión de dinero por parte del Banco Central de Venezuela, 
de lo cual se ha derivado una pronunciada depreciación del bolívar y elevadas tasas de inflación 
que castigan el ingreso de quienes devengan un salario, pensión o jubilación y en general de 
aquellos que viven de su trabajo, todo lo cual ha estado aunado al definitivo socavamiento de 
la autonomía del Banco Central de Venezuela que ha llevado a cabo Nicolás Maduro Moros;” 

Décimo Tercero, que “Nicolás Maduro Moros incumplió lo establecido en el artículo 311 
de la Constitución, según el cual la gestión fiscal debe regirse por los principios de eficiencia, 
solvencia, transparencia, responsabilidad y equilibrio fiscal, ya que la información publicada 
indica que durante los años 2014, 2015 y 2016 en lugar de equilibrio fiscal ha habido una 
situación de déficit crónico en las cuentas fiscales de la Nación que ha generado la 
desvalorización de la moneda, el alza de los precios de los bienes y servicios y un creciente 
endeudamiento, tanto en moneda nacional como en moneda extranjera;” 

Décimo Cuarto, que “la Unidad del Tesoro es un principio constitucional que contribuye 
a darle estabilidad a la gestión económica de la Nación, y que su incumplimiento sistemático 
por el administrador de la Hacienda Pública Nacional ha llevado a la proliferación de un 
conjunto de fondos parafiscales que realizan gastos sin ningún tipo de control, lo cual ha 
contribuido a agravar el déficit fiscal, al crear un gran desorden y corrupción en la 
Administración Pública Nacional;” 



Décimo Quinto, que “a causa del incumplimiento de sus funciones constitucionales como 
administrador de la Hacienda Pública Nacional, Nicolás Maduro Moros ha provocado una 
crisis económica sin precedentes en Venezuela, traducida en una inflación galopante que en 
2016 excedió el 500%, una depresión de la economía reflejada en una caída del producto 
interno bruto superior al 12,0% y un grave desabastecimiento de alimentos y medicinas, 
conjuntamente con un aumento de la pobreza hasta cifras no conocidas en el país, todo lo cual 
implica que, al cierre del 2016 y en comparación con el 2012, el tamaño de la economía 
venezolana es 20,0% menor, el poder adquisitivo del salario es 40,0% inferior y los niveles de 
pobreza se duplicaron;” 

Décimo Sexto, que “Nicolás Maduro Moros, de manera errática, anunció el 11 de 
diciembre de 2016 la sustitución en un plazo de setenta y dos horas de todos los billetes de Bs. 
100 y la implantación de un nuevo cono monetario, lo cual provocó una situación de caos en 
el país, consistente en disturbios y saqueos de establecimientos comerciales y un saldo 
lamentable de pérdida de vidas humanas, de heridos y de detenidos, que le obligó a posponer 
dicho reemplazo de los billetes de Bs. 100, primero hasta el 2 de enero de 2017 y luego, 
confirmando la absoluta improvisación e irresponsabilidad del gobierno, hasta el 20 de enero 
de 2017;” 

Décimo Séptimo, que “Nicolás Maduro Moros ha sido negligente respecto a la 
reclamación territorial de Venezuela sobre el territorio Esequibo, la cual hasta años recientes 
formaba parte de una política del Estado venezolano atenida a lo previsto en el Acuerdo de 
Ginebra de 1966, para la búsqueda de una solución 6 pacífica y práctica de la controversia, 
mientras que el gobierno nacional ha actuado con improvisación o pasividad, inacción e 
indolencia en la defensa de los intereses de la Nación tanto en el territorio Esequibo como en 
la Fachada Atlántica del Delta del Orinoco;” 

Décimo Octavo, que “Nicolás Maduro Moros se comprometió a cumplir con su 
obligación constitucional de resguardar la seguridad ciudadana de los venezolanos y hoy 
Venezuela se ha convertido en el país más violento del mundo con un índice de 92 homicidios 
por cada 100.000 habitantes;”  

Décimo Noveno, que “Venezuela según la Constitución es un estado de derecho y de 
justicia donde deben respetarse los derechos humanos de manera preeminente y hoy en 
Venezuela existen 126 presos políticos, así como un sin número de perseguidos y exiliados 
políticos;” y 

Duodécimo, que “en Venezuela se viola permanentemente la libertad de expresión al 
manipular el otorgamiento de papel periódico a la prensa libre;” 

Con base en todos esos motivos, la Asamblea Nacional acordó entonces: 

En primer lugar, “Declarar que Nicolás Maduro Moros, invocando el cargo de Presidente 
de la República, ha incurrido en acciones y omisiones que sitúan su desempeño completamente 
al margen del diseño y funciones constitucionales de la Presidencia de la República, en virtud 
de la grave ruptura del orden constitucional y democrático, la violación de derechos humanos, 
la devastación de las bases económicas y sociales de la Nación y los atentados a la integridad 
de la República que ha llevado a cabo.” 

En segundo lugar, “Declarar, en consecuencia, y de conformidad con los artículos 232 y 
233 de la Constitución, que Nicolás Maduro Moros ha abandonado su cargo, abandonando el 
principio de la supremacía constitucional establecido en el artículo 7 del texto fundamental, el 
principio del Estado Democrático de Derecho y de Justicia establecido en el artículo 2 de la 
Constitución, así como las funciones constitucionales inherentes al cargo de Presidente de la 
República, especialmente la referida a la obligación de cumplir y hacer cumplir el 



ordenamiento constitucional y las leyes, establecida en el numeral 1 del artículo 236 de la 
Constitución.” 

En tercer lugar, “Manifestar que la única forma de resolver los graves problemas que 
aquejan al país y de contener el desmantelamiento de las instituciones republicanas es devolver 
el poder al pueblo de Venezuela y, por lo tanto, convocar a la celebración de elecciones libres 
y plurales.” 

En cuarto lugar, “Ratificar su compromiso con la restitución del orden constitucional, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 333 de la Constitución pues la inobservancia de esta 
se produce no solo por medio de un hecho de fuerza contra la inconstitucionalidad en el sentido 
clásico, sino también cuando desde la Presidencia de la República se hace uso de la autoridad 
civil y militar para socavar la Constitución.” 

En quinto lugar “Reiterar su decisión de acudir a las instancias internacionales 
competentes para denunciar las violaciones a derechos humanos y a los elementos esenciales 
de la Democracia que sufren los venezolanos y las venezolanas, en cuya comisión Nicolás 
Maduro Moros ha tenido un papel protagónico.” 

Con base en estas decisiones, en consecuencia, la Asamblea Nacional conforme al artículo 
233 de la Constitución, decidió la falta absoluta del Presidente de la República. 3 

En efecto, la Constitución regula expresamente tres formas generales de terminación del 
mandato del Presidente de la República que son: en primer lugar, el vencimiento del período 
constitucional presidencial; en segundo lugar, cuando se produzca la falta absoluta del 
Presidente de la República en los casos de sometimiento a enjuiciamiento penal, abandono del 
cargo, revocación popular del mandato, destitución, incapacidad física o mental, renuncia o 
muerte; y en tercer lugar, la cesación del mandato decidida por una Asamblea Nacional 
Constituyente. 

Precisamente entre los casos en los cuales se produce la falta absoluta del Presidente de 
la República destaca la del “abandono del cargo declarado por la Asamblea Nacional” (art. 
233), siendo éste el único supuesto de falta absoluta en el cual la decisión para decretarla 
corresponde única y exclusivamente a la Asamblea Nacional, en su carácter de órgano 
constitucional que ostenta la representación popular. 

La Constitución, en esta materia de abandono del cargo, no precisó los diversos casos en 
los cuales la Asamblea Nacional puede declarar el abandono del cargo del presidente, y solo 

                                                             
3  Artículo 233. Serán faltas absolutas del Presidente o Presidenta de la República: su muerte, su 

renuncia, o su destitución decretada por sentencia del Tribunal Supremo de Justicia; su incapacidad 
física o mental permanente certificada por una junta médica designada por el Tribunal Supremo de 
Justicia y con aprobación de la Asamblea Nacional; el abandono del cargo, declarado como tal por 
la Asamblea Nacional, así como la revocación popular de su mandato. // Cuando se produzca la falta 
absoluta del Presidente electo o Presidenta electa antes de tomar posesión, se procederá a una nueva 
elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos siguientes. Mientras se 
elige y toma posesión el nuevo Presidente o la nueva Presidenta, se encargará de la Presidencia de 
la República el Presidente o Presidenta de la Asamblea Nacional. // Si la falta absoluta del Presidente 
o la Presidenta de la República se produce durante los primeros cuatro años del período 
constitucional, se procederá a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los treinta 
días consecutivos siguientes. Mientras se elige y toma posesión el nuevo Presidente o la nueva 
Presidenta, se encargará de la Presidencia de la República el Vicepresidente Ejecutivo o la 
Vicepresidenta Ejecutiva. // En los casos anteriores, el nuevo Presidente o Presidenta completará el 
período constitucional correspondiente. // Si la falta absoluta se produce durante los últimos dos 
años del período constitucional, el Vicepresidente Ejecutivo o la Vicepresidenta Ejecutiva asumirá 
la Presidencia de la República hasta completar dicho período. 



previó un supuesto, que se produce cuando el Presidente de la República se separa 
temporalmente de su cargo por un lapso de más de 90 días (arts. 234), al término del cual la 
Asamblea Nacional tiene el poder de decidir prorrogarlo por 90 días más, o decidir por mayoría 
de sus integrantes si debe considerarse que hay falta absoluta (art. 234). En este caso se da un 
supuesto de abandono del cargo por transformación de falta temporal en falta absoluta 
declarado por la Asamblea Nacional (art. 233), que si bien es el único caso de abandono del 
cargo desarrollado expresamente en la Constitución, 4 no agota los supuestos en los cuales el 
abandono del cargo podría producirse. 

Es decir, el abandono del cargo por parte del Presidente de la República, como supuesto 
de falta absoluta del Presidente de la Republica, no se agota en el supuesto meramente fáctico 
de transformación de una falta temporal en falta absoluta, sino que lo podría declarar la 
Asamblea Nacional, conforme a sus competencias constitucionales, en otros casos en los cuales 
se considere que como consecuencia de la declaración de la responsabilidad política del 
Presidente de la República se estime que el mismo ha incurrido en dejación de sus funciones 
(art. 222), es decir, en incumplimiento de sus obligaciones constitucionales.  

El Presidente de la República, en efecto, está obligado constitucionalmente a “cumplir y 
hacer cumplir la Constitución y la ley” (art. 236.1), y a “procurar la garantía de los derechos y 
libertades de los venezolanos, así como la independencia, integridad, soberanía del territorio y 
defensa de la República;” por lo que el incumplimiento de esos deberes básicos en caso de que 
así se decida al declararse su responsabilidad política implica la dejación absoluta de sus 
funciones, con la precisión de que dichas obligaciones y  responsabilidad política del Presidente 
“no se modifica” en forma alguna por la “declaración de los estados de excepción” (art. 232). 

En consecuencia, en todo caso de declaración por parte de la Asamblea Nacional de la 
responsabilidad política del Presidente, la misma puede declarar que con ello se ha producido 
el abandonado de su cargo, por dejación de sus funciones y deberes, lo que en tal caso significa 
declarar la falta absoluta del Presidente de la República. 

Y ello fue precisamente lo que ocurrió con el Acuerdo de la Asamblea Nacional de fecha 
9 de enero de 2016, lo que constitucionalmente, debido a que la falta absoluta se produjo 
“durante los primeros cuatro años del período constitucional,” implicaba que debía procederse 
“a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecutivos 
siguientes,” y “mientras se elegía y tomaba posesión el nuevo Presidente,” debía encargarse de la 
Presidencia de la República el Vicepresidente Ejecutivo (art. 233). 

 

 

II. LA SENTENCIA DE LA SALA CONSTITUCIONAL Nº 2 DE 11 DE ENERO DE 2017, 
DECLARANDO LA NULIDAD DE LA INSTALACIÓN DE LA ASAMBLEA 
NACIONAL DEL DÍA 5 DE ENERO DE 2017, Y EL ACUERDO DE LA MISMA DEL 
9 DE ENERO DE 2016, QUE DECLARÓ LA FALTA ABSOLUTA DEL PRESIDENTE 

                                                             
4   Véase sobre ello Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional 

Venezolano, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2005, Tomo I. Véase igualmente: “Formas 
constitucionales de terminación del mandato del Presidente de la República,” encartado en Revista 
Primicia, N° 199, Caracas, 23 de octubre 2001. 



DE LA REPÚBLICA POR ABANDONO DE LAS FUNCIONES 
CONSTITUCIONALES  

Al día siguiente de la adopción del Acuerdo antes mencionado, el 10 de enero de 2017, 
según se anunció oficialmente por la Agencia Venezolana de Noticias,5 un diputado de la 
Asamblea Nacional, introdujo ante la Sala Constitucional “un recurso contra la directiva de la 
Asamblea Nacional y los diputados que apoyaron la solicitud de declarar el abandono del cargo 
del presidente Nicolás Maduro, considerando que la decisión adoptada era “ilegal e 
inconstitucional,” recurso que fue decidido por la Sala Constitucional, al día siguiente mediante 
sentencia Nº 2 de 11 de enero de 2017.6 

En la sentencia, sin embargo, se precisó que en realidad el recurso se había intentado por 
el diputado el día 6 de enero de 2017, como una “demanda de nulidad por inconstitucionalidad 
contra “el acto parlamentario aprobado por la Asamblea Nacional en fecha 05 de enero de 
2017, mediante el cual se eligió y juramentó la Junta Directiva y los cargos de Secretario y 
Subsecretario de dicho órgano del Poder Público Nacional” dándose cuenta además, de una 
certificación consignada el 10 de enero de 2016 por los representantes de la Asamblea 
Nacional, sobre la desincorporación el día 9 de enero de 2016 de dos diputados por el Estado 
Amazonas, cuya elección había sido cuestionada desde diciembre de 2015. 

Conforme a la sentencia, el recurso intentado fue un recurso de nulidad, y en el mismo se 
informó a la Sala que era un “hecho público, notorio y comunicacional” que la Asamblea 
Nacional hasta el día 04 de enero de 2017  había continuado “en contumacia y evidente 
desacato” de las decisiones dictadas por la Sala Electoral y la Sala Constitucional, atinentes a 
desincorporar a los dos diputados por el Estado Amazonas que habían sido juramentados el día 
28 de julio de 2016; haciendo caso omiso a la sentencia Nº 808 de la Sala Constitucional de 2 
de septiembre de 2016, mediante la cual decidió que “resultan manifiestamente 
inconstitucionales y, por ende, absolutamente nulos y carentes de toda vigencia y eficacia 
jurídica, los actos emanados de la Asamblea Nacional, incluyendo las leyes que sean 
sancionadas, mientras se mantenga el desacato a la Sala Electoral del Tribunal Supremo de 
Justicia”. 

El diputado recurrente en su recurso, también mencionó que la mayoría de la Asamblea 
insistía en “activar un mecanismo manifiestamente inconstitucional y subversivo del orden 
político y social de la Nación, mediante el cual se pretende entablar un juicio político al 
Presidente de la República, Nicolás Maduro Moros, en franca violación de la sentencia número 
948, del 15 de noviembre de 2016, dictada por esta Sala Constitucional mediante la cual, 
expresamente señaló: “…ABSTENERSE de continuar con el pretendido juicio político y, en 
definitiva, de dictar cualquier tipo de acto, sea en forma de acuerdo o de cualquier otro tipo, 
que se encuentre al margen de sus atribuciones constitucionales y que, en fin, contraríe el 
Texto Fundamental, de conformidad con la jurisprudencia de esta Sala Constitucional..” 
(Negrillas del fallo).” 

El recurrente denunció que obviando dichas decisiones, el día 5 de enero decidieron 
convocar a una plenaria para elegir la nueva directiva de la Asamblea, que quedó conformada 
así: Presidente, el diputado Julio Andrés Borges; Primer Vice-presidente, diputado Freddy 
Guevara Cortez; segunda Vice-presidenta, diputada Dennis Fernández; Secretario, José 
Ignacio Guédez y Sub-secretario, José Luis Cartaya; y que dicha elección al haberse hecho sin 
que se hubiesen sido desincorporados previamente los tres diputados del Estado Amazonas 
(Julio Ygarza, Nirma Guarulla y Romel Guzamana), carecía de toda validez pues había 

                                                             
5  Véase Noticiero Venevisión 11 de enero de 2017. 
6  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/194891-02-11117-2017-17-0001.HTML  



continuado el desacato de la sentencia Nº 260, dictada por la Sala Electoral el 30 de diciembre 
de 2015 (caso: “Nicia Maldonado”). 

El solicitante entonces denunció como consecuencia, que la nueva Junta Directiva “está 
incurriendo en el vicio de usurpación de funciones en franca violación de lo previsto en el 
artículo 138 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por lo que resulta a 
su decir, írrita, carente de toda legitimidad, validez y legalidad,” razón por la cual acudió ante 
la Sala Constitucional solicitando que se declarase “la nulidad por razones de 
inconstitucionalidad e ilegalidad del acto parlamentario mediante el cual se produjo la elección 
y juramentación de la nueva Junta Directiva de la Asamblea Nacional.” 

La Sala Constitucional se declaró competente para conocer de la demanda de nulidad del 
acto Parlamentario dictado por la Asamblea Nacional el 5 de enero de 2017, “así como las 
decisiones que se tomaron en el referido acto,” pasando a declarar el asunto como de mero 
derecho, considerando innecesaria “evacuación de prueba alguna, al estar centrado en la 
obtención de un pronunciamiento interpretativo de varios artículos previstos en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela, así como de otra normativa del ordenamiento 
jurídico vigente, y por la otra, en atención a la gravedad y urgencia de los señalamientos que 
subyacen en la solicitud de nulidad presentada, los cuales se vinculan a la actual situación 
existente en la República Bolivariana de Venezuela, con incidencia directa en todo el Pueblo 
venezolano,” entrando a “decidir sin más trámites,” en violación por supuesto a la garantía del 
debido proceso, al desarrollarse un proceso de nulidad sin siquiera notificarse y oírse a la 
institución autora del acto impugnado. 

La Sala precisó que el objeto de la demanda fue establecer si el nombramiento de la nueva 
Junta Directiva de la Asamblea Nacional en la sesión del 5 de enero de 2017, que de entrada 
calificó de “irrita” había sido “producto de una actividad parlamentaria que viene en franco 
desacato de decisiones de éste Máximo Tribunal,” y por tanto, determinar “si la misma resulta 
nula por contravención y/o inobservancia de la doctrina constitucional,” para lo cual consideró 
como hechos ciertos, primero, que tanto “la Asamblea Nacional como la Junta Directiva con 
lapso vencido de la misma, se mantienen en franco desacato de las decisiones de este Máximo 
Tribunal, que en su Sala Constitucional dictó con los números 269 del 21 de abril de 2016, 808 
del 2 de septiembre de 2016, 810 del 21 de septiembre de 2016, 952 del 21 de noviembre de 
2016, 1012, 1013 y 1014 del 25 de noviembre de 2016, y recientemente la 01 del 09 de enero 
de 2017; y de su Sala Electoral las decisiones números 260 del 30 de diciembre de 2015, 1 del 
11 de enero de 2016 y 108 del 1 de agosto de 2016;” y segundo, que lo anterior impedía “por 
ser contrario a derecho, elegir de su seno la nueva Junta Directiva correspondiente al período 
de sesiones del año 2017.” 

Como consecuencia de ello, la Sala Constitucional, entonces, constató “que la Asamblea 
Nacional y su Junta Directiva de lapso vencido, no cumplieron con el deber de subsanar su 
situación de desacato a las decisiones de este Máximo Tribunal de la República,” y poder 
“perfeccionar la preparación de las condiciones constitucionales objetivas” para “la instalación 
del segundo período anual de las sesiones ordinarias, y la elección de una nueva Junta 
Directiva,” procediendo en consecuencia a: 

 

“declarar no solo la nulidad absoluta de los pretendidos actos parlamentarios originados en las 
írritas sesiones de los días 05 de enero de 2017 y 09 de enero de 2017 y todas las que se generen 
posteriormente, por contrariar las órdenes de acatamiento a las decisiones ya referidas, sino 
DECLARAR la inconstitucionalidad por omisión del Poder Legislativo Nacional por no haber 
dictado las medidas indispensables para garantizar el cumplimiento de la Constitución y 
órdenes emitidas por este Máximo Tribunal. Así se decide.” 



Es decir, con la sentencia no solo se decidió la nulidad del acto impugnado que había sido 
la sesión de instalación y la elección de la Junta directiva de la Asamblea Nacional del día 5 
de enero de 2017, sino en evidente vicio de extra y ultra petita, adicionalmente, las decisiones 
adoptadas en la sesión del 9 de enero de 2017, que ni siquiera fueron nombradas por el 
recurrente, pues la demanda que originó el “juicio” fue intentada el 6 de enero de 2017, ni en 
el curso de “juicio” por ninguno de los que intervinieron en el mismo. 

De paso, la Sala Constitucional omitió considerar lo informado en escrito consignado por 
los representantes de la Asamblea Nacional en el expediente, recordando que como lo había 
resuelto en la sentencia Nº 473 del 14 de junio de 2016 (“Caso: Juan Carlos Caldera, Eduardo 
Gómez Sigala y otros”), “la representación de la Asamblea Nacional le corresponde de forma 
exclusiva al Procurador General de la República y cualquier órgano que pretende ejercerla 
deberá contar con previa y expresa sustitución del Procurador o Procuradora General de la 
República, lo cual no ocurrió en el presente caso.” Pero, sin embargo, dicho escrito sí fue 
considerado válido para deducir del mismo: 

“una certeza del desacato, contumacia y actitud temeraria, que de manera reiterada, continua, 
incivil y abierta ha mantenido la Asamblea Nacional, respecto del no acatamiento de todas las 
decisiones dictadas por este Máximo Tribunal de la República.” 

La Sala Constitucional, ante lo que consideró una “evidente situación de desacato en la 
que ha incurrido el Poder Legislativo Nacional y su Junta Directiva de lapso vencido,” con “la 
consecuente nulidad de las actuaciones por ella ejercidas durante el año 2016 y lo que va del 
año 2017, incluyendo la írrita instalación del segundo período anual de sesiones, la designación 
de una Junta Directiva, Secretaría así como de la Sub-secretaría y las sesiones ordinarias por 
ella convocadas,” desconociendo la elección de la nueva Junta Directiva de la Asamblea, 
ordenó a los “Diputados que conformaron la Junta Directiva del lapso vencido [que había 
terminado el 5 de enero de 2017] acatar los fallos emitidos por este Máximo Tribunal,” lo que 
debían hacer “antes de proceder a la Instalación del período de sesiones correspondiente al año 
2017,” a los efectos de que “la nueva Junta Directiva así como la Asamblea Nacional” pudieran 
sustentar “la legitimidad de sus actos” y poder continuar en un “segundo período anual de 
sesiones en situaciones normales y así restablecer el orden constitucional flagrantemente 
lesionado.” 

De todo ello, la Sala Constitucional terminó su sentencia anulando: 

“el parlamentario celebrado el 05 de enero de 2017, así como el acto celebrado el 09 de enero 
de 2017, por la Asamblea Nacional con ocasión del nombramiento de la nueva Junta Directiva 
de la Asamblea Nacional y todos los actos parlamentarios subsecuentes que se generen por 
contrariar las órdenes de acatamiento a las decisiones dictadas por este Máximo Tribunal y 
hasta tanto no cese la omisión legislativa en la que ha incurrido la Asamblea Nacional y la 
Junta Directiva de lapso vencido, no puede instalarse formalmente el segundo período anual 
de sesiones del Parlamento Nacional del año 2017, ni designar o elegir de su seno Junta 
Directiva alguna. Así se decide.” 

En consecuencia, resolvió la Sala declarar “la omisión del poder legislativo nacional,” 
ordenando que: 

“los Diputados que conforman la Junta Directiva del lapso vencido, deberán asumir sus 
funciones directivas y secretariales, para que de forma única y exclusiva den cumplimiento a 
las decisiones de este Máximo Tribunal, en aras de otorgarle las condiciones coherentes, 
objetivas y constitucionales, necesarias para el nombramiento de la nueva Junta Directiva de 
la Asamblea Nacional e inicio del segundo período anual de sesiones del año 2017 y así 
restablecer el orden constitucional.” 



Finalmente, por si algo faltaba, la Sala Constitucional dejó sin efectos “el nombramiento 
írrito de la Junta Directiva de la Asamblea nacional efectuada en sesión del 5 de enero de 2017, 
y prohibió: 

“la Asamblea Nacional realizar cualquier acto que implique la instalación del Segundo Período 
de Sesiones correspondiente al año 2017, así como la elección de una nueva Junta Directiva y 
de Secretaría, hasta tanto acate las decisiones emanadas de este Máximo Tribunal y 
perfeccione las condiciones coherentes, objetivas y constitucionales necesarias para el 
nombramiento de la nueva Junta Directiva de la misma e inicio del período de sesiones del año 
2017. 

Precisando, para terminar para que no hubiera dudas sobre la eliminación definitiva del 
órgano de representación popular en Venezuela, por el sablazo final dado por la Justicia sin 
banda en los ojos, que: 

“Cualquier actuación de la Asamblea Nacional y de cualquier órgano o individuo en contra de 
lo aquí decidido será nula y carente de toda validez y eficacia jurídica, sin menoscabo de la 
responsabilidad a que hubiere lugar.” 

 


